PAGE  

[image: image1.wmf]CONSEJO PERMANENTE

OEA/Ser.G

CP/doc.3942/04 corr. 1 

28 septiembre 2004

Original: inglés
INFORME TRIMESTRAL DEL SECRETARIO GENERAL SOBRE HAITÍ,

DE CONFORMIDAD CON LA RESOLUCIÓN AG/RES. 2058 (XXXIV-O/04)

INFORME TRIMESTRAL DEL SECRETARIO GENERAL SOBRE HAITÍ, 

DE CONFORMIDAD CON LA RESOLUCIÓN AG/RES. 2058 (XXXIV-O/04) 
I. INTRODUCTION

1.
Este es el primer informe que el Secretario General presenta al Consejo Permanente de conformidad con el párrafo 15 de la resolución AG/RES. 2058 (XXXIV-O/04), del 8 de junio de 2004. Conforme fuera solicitado por  la Asamblea General, el informe incluye una evaluación de la situación de Haití, una descripción de la labor cumplida por la Misión Especial de la OEA para el Fortalecimiento de la Democracia en Haití (la Misión Especial) y de la cooperación entre la Organización de los Estados Americanos (OEA) y las Naciones Unidas (ONU). En la resolución AG/RES. 2058 también se encomendaba al Consejo Permanente que examinara los mandatos de la Misión Especial. En cumplimiento de esta instrucción, el 5 de agosto de 2004 el Representante Especial del Secretario General se dirigió al Consejo Permanente para presentar la propuesta de Plan de Trabajo de la Misión Especial correspondiente al período julio de 2004-junio de 2005 (CP/doc.3918/04 corr. 1, del 29 de julio de 2004).  

2.
En Haití, la transición política sigue siendo frágil  y el estado de seguridad del problema más crítico.  Los asuntos  más acuciantes que representan una amenaza para la estabilidad inmediata del país se intensificaron a partir de fines de agosto. Grupos ilegales armados, en su mayoría ex militares, pero también partidarios del ex Presidente Aristide, han adoptado una postura de mayor visibilidad para que se atiendan sus reivindicaciones y han emprendido actos de violencia. Es imperativo que la Policía Nacional de Haití (PNH), el sistema judicial y la institución penal adopten las medidas necesarias para puedan alcanzar  niveles de funcionamiento básico en todo el país. El establecimiento y la implementación de una clara política gubernamental de desarme, focalizada en todos los grupos armados ilegales, es una necesidad imperiosa.

3.
Otros hechos importantes ocurridos durante el período que comprende el informe son los siguientes: la celebración de una exitosa conferencia internacional de donantes sobre Haití, en Washington, D.C., en la cual los ofrecimientos de contribuciones superaron los montos que pretendía el Gobierno de transición; la designación y el arribo del Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas y los avances logrados en el emplazamiento de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH), pese a que la misma se encuentra en sólo el 40% de la capacidad de su mandato; la creación de varios partidos políticos nuevos, que han anunciado su intención de participar en las elecciones de 2005; ciertas tensiones al interior  del Consejo Electoral Provisional (CEP), abordada con considerable éxito merced a la mediación de miembros del Comité para la Transición Política; la detención del ex Primer Ministro Yvon Néptune, acusado de estar implicado en asesinatos políticos en febrero de 2004; graves críticas de sectores nacionales e internacionales tras el juicio y el sobreseimiento de dos acusados en el juicio por el homicidio de Antoine Izmery, Jackson Joanis y Louis Jodel Chamblain, quienes habían sido previamente juzgados in absentia; una acción judicial por difamación iniciada contra las principales ONG de derechos humanos por miembros del jurado en el juicio de Izmery, que fuera denunciado por activistas de derechos humanos como parte de una campaña de persecución.

4.
Aunque el Gobierno de transición ha avanzado significativamente en la designación y el restablecimiento de las autoridades locales –dos tercios de las comisiones municipales del país han prestado juramento– el proceso de restablecimiento de la autoridad estatal sigue enfrentando considerables dificultades. Algunas designaciones despertaron críticas y, en varios casos, protestas, debido a los antecedentes cuestionables de los candidatos. La mayoría de estas autoridades locales no han recibido los recursos para cumplir con r sus responsabilidades. Sin embargo, la principal preocupación sigue siendo la situación de seguridad, debido a la reciente expansión de la presencia de ex militares y a la débil presencia policial en muchas provincias.

5.
El Gobierno de transición también debió enfrentar una ola de protestas y huelgas de los empleados del Estado, que piden mejores condiciones de trabajo, pagos retroactivos o aumentos de sueldos dentro de la autoridad portuaria, el Ministerio de Educación y el Ministerio de Salud. Una amenaza de brazos caídos de parte de los agentes de la PNH finalmente no se concretó. Si bien se observó alguna mejora en la prestación de servicios públicos, como la electricidad y la recolección de residuos, la mayoría de la población sigue enfrentando un elevado costo de vida, desempleo e inflación. Esta situación será particularmente aguda al iniciarse el año escolar. Lo más demostrativo de las tensiones subyacentes ha sido  la manifestación realizada en Gonaïves el 1 de septiembre por parte de ciudadanos que solicitaban trabajo, y que se tornó violenta cuando los manifestantes atacaron a los efectivos de la MINUSTAH.

6.
El 23 de agosto, se realizó una ceremonia en la sede del Consejo Electoral Provisional (CEP) con motivo de  la contribución de US $8,7 millones ofrecida por el Gobierno de  los Estados Unidos a la OEA.  Un acuerdo entre el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y la OEA prevé la transferencia de los fondos de Estados Unidos, inicialmente aportados a la anterior Misión de las Naciones Unidas a Haití. Por otra parte,  el 22 de agosto arribó a Haití, el primer miembro del equipo electoral de la OEA, quien desde ese día inició los contactos con las contrapartes correspondientes, incluidos los miembros del CEP y el Jefe de la Unidad Electoral de la ONU en la MINUSTAH, quien había llegado  el 18 de agosto.

7. Del 1 al 4 de septiembre, por invitación del Gobierno de transición, una delegación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emprendió una misión destinada a observar la situación de derechos humanos en el país y a recabar información al respecto. La delegación se reunió con funcionarios gubernamentales, incluidos el Presidente provisional, el Primer Ministro y el Ministro de Justicia, así como con grupos de derechos humanos y de la sociedad civil. Además, la Comisión se reunió con el exPrimer Ministro, Yvon Néptune y el ex ministro, Jocelerme Privert, en la penitenciaría nacional, así como con el ex ministro Leslie Voltaire.   
II.
EVOLUCION POLITICA Y PROCESO ELECTORAL

Transición política

8.
En abril, se firmó un acuerdo político (Consensus de Transition Politique) entre el gobierno, grupos de la sociedad civil y los principales partidos políticos que antes pertenecían a la oposición, por el cual, entre otras cosas, se determinó que las elecciones generales se celebrarían en 2005. Si bien ello representa un hecho positivo para la transición política, este acuerdo no incluye a Fanmi Lavalas y a otros partidos políticos. Será importante que haya una participación más amplia en este proceso para la consolidación de una transición política que incluya a todas las partes. 

9.
El acuerdo político dio lugar a la formación de un Comité de seguimiento del acuerdo para la transición política
 integrado por 18 miembros, que seguirá participando en el proceso político y ha hecho contribuciones concretas. El Comité tuvo particular éxito en la mediación entre los miembros del Consejo Electoral Provisional, cuyas tensas relaciones  habían obstaculizado el avance del proceso electoral (véanse los párrafos 13 a 17).

10.
La Misión Especial ha continuado observando de cerca los acontecimientos políticos a través de contactos regulares y reuniones con líderes de los partidos políticos y representantes de un amplio espectro de la sociedad. Durante el período bajo estudio, la Misión observó un incremento importante de la actividad general de los partidos políticos. El aspecto más importante de ello es que los grupos políticos han podido realizar actividades públicas libremente y sin intimidación o persecución. Ello es especialmente significativo si se lo compara con anteriores períodos preelectorales en Haití y se espera que la tendencia continúe. 

11.
Miembros de la Misión Especial observaron que el derecho a la libertad de expresión y reunión ha sido respetado en el caso de los partidarios de Fanmi Lavalas, que organizaron manifestaciones en la capital y en Cap Haïtien para reclamar el regreso del Presidente Aristide. Agentes policiales ofrecieron seguridad a los manifestantes y no se denunciaron incidentes. 

12.
En junio de 2004, la Misión Especial participó en un retiro de trabajo de tres días para los partidos políticos organizado por el gobierno noruego, a fin de reflexionar sobre su futuro, incluidos Fanmi Lavalas
 y los partidos políticos que antes pertenecían a la oposición. El Gobierno de Noruega también organizó un retiro de seguimiento de una semana, en Oslo, del 23 al 30 de agosto, el cual incluyó no sólo a los partidos políticos, sino también a grupos de la sociedad civil, periodistas y líderes religiosos. Estas iniciativas en pro de la reconciliación, el diálogo nacional y la democratización son altamente encomiables puesto que representan los primeros pasos concretos para reunir a la antigua oposición y a Fanmi Lavalas a efectos debatir el futuro político de Haití. Se firmó una declaración de intenciones en la que los participantes acordaron empeñarse en el diálogo y en el compromiso en Haití.

Proceso electoral 

13.
La comunidad internacional sigue expresando un firme apoyo al proceso electoral. El Gobierno de los Estados Unidos aportó a la OEA una contribución de US$8,7 millones, la cual será asignada en su totalidad a financiar las elecciones de 2005. Otras partes interesadas contribuyen con el envío de expertos técnicos para respaldar el proceso (hasta ahora, la Organisation Internationale de la Francophonie-OIF y el Gobierno de México) o han expresado su voluntad de brindar apoyo financiero y técnico. 

14.
Como continuación de las misiones de evaluación organizadas por la OEA y las Naciones Unidas en junio de 2004, ambas organizaciones están en vías de preparar un Memorando de Entendimiento para definir las modalidades de cooperación en el proceso electoral. El Jefe del equipo electoral de la ONU y el primer miembro del equipo electoral de la OEA llegaron en agosto y han comenzado a trabajar con el CEP. Se creará un Comité de Coordinación Electoral, presidido por la ONU y con la vicepresidencia de la OEA, a efectos de establecer las directrices para la cooperación con el proceso electoral en materia de asistencia técnica.

15.
El 1 de julio juró el noveno miembro del Consejo Electoral Provisional. En vista de que Fanmi Lavalas no designaba o se negaba a designar un representante –y conforme a lo dispuesto en el Proyecto de Acuerdo Inicial de la OEA, Revisión 9, del 12 de junio de 2002– el noveno miembro fue elegido por cinco de las nueve entidades a las que se encomendó la designación de los miembros del CEP. Como se señaló en anteriores informes, Fanmi Lavalas había planteado una serie de condiciones para participar en el CEP, inclusive la liberación de integrantes del partido detenidos y otras condiciones relacionadas con la percibida persecución contra miembros y simpatizantes de FL; no obstante, pese a las intensas discusiones con el Primer Ministro, no se llegó a un acuerdo con el Gobierno de transición.

16.
A comienzos de agosto, la tirantez de relaciones entre los miembros del CEP, provocada por políticas divergentes, pareció amenazar el lanzamiento del proceso electoral. Sin embargo, la situación pareció registrar un avance tras la intervención del Comité para la Transición Política, que los está ayudando a elaborar un reglamento interno, un código de conducta y un nuevo decreto electoral.

17.
Posteriormente, se logró avanzar merced a un retiro de trabajo de dos días, organizado el 26 y 27 de agosto por el experto electoral principal de la División de Asistencia Electoral de la ONU y Jefe de la Unidad Electoral de la MINUSTAH. A este retiro asistieron los nueve miembros del CEP, tres miembros del Comité para la Transición Política, un equipo de expertos secundado por la ONU (incluidos dos expertos de México), el Experto Electoral de la OEA, funcionarios de la Misión Especial y dos expertos de la OIF. En esos dos días, los miembros del CEP presentaron distintos enfoques sobre las políticas del proceso electoral y los expertos técnicos intercambiaron información sobre experiencias anteriores en otros países. Con este retiro también se pretendía preparar una reunión entre el CEP y los partidos políticos, la cual se llevaría a cabo en septiembre. 

III.
MARCO PROVISIONAL DE COOPERACIÓN

18.
Poco después de su establecimiento, el Gobierno de transición de Haití solicitó asistencia a la comunidad internacional para definir y abordar debidamente las acuciantes necesidades para garantizar la gestión política y económica del país. A raíz de las consultas iniciales, se creó, en mayo de 2003, un comité de dirección –integrado por el Gobierno de transición, el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, las Naciones Unidas y la Comisión Europea- para preparar un documento sobre evaluación de las necesidades, denominado Marco Provisional de Cooperación (Cadre de Cooperation Intérimaire – CCI).  

19.
Este ejercicio, realizado en los meses de mayo y junio, permitió definir las necesidades prioritarias y calcular los requerimientos financieros para abordar dichas necesidades, con miras a apoyar la recuperación económica, social y política del país en los próximos dos años. El CCI estuvo encabezado por el Gobierno de transición, con asistencia de la comunidad internacional, expertos nacionales e internacionales y algunos miembros de la sociedad civil. El emprendimiento se llevó adelante en base al trabajo de diez grupos temáticos; la Misión Especial participó activamente en tres de ellos: Seguridad, justicia y gobernabilidad política; Desarrollo rural y descentralización, y Cultura y comunicaciones. En el informe final del CCI se subrayaba que la situación socioeconómica de Haití es “alarmante” y que la cooperación internacional de los últimos diez años no había estado a la altura de las expectativas,  necesidades y  recursos invertidos. También se definían las directrices generales para una futura cooperación internacional.

20.
El informe del CCI fue presentado por el Gobierno de transición ante la conferencia internacional de donantes celebrada en Washington, D.C., el 19 y 20 de julio, en el Banco Mundial. Los ofrecimientos de contribuciones de recursos formulados en la conferencia superaron los fondos que procuraba el Gobierno de transición y se entendió que el evento, en general, había sido un éxito para el equipo gubernamental que encabezó el proceso. (El Gobierno de transición procuraba US$924 millones de financiamiento; al cabo de la conferencia, los donantes bilaterales y multilaterales prometieron un total aproximado de US$1.400 millones entre donaciones y préstamos.) El  Secretario General electo de la OEA y el Representante Especial del Secretario General de la OEA asistieron a la conferencia y este último pronunció un discurso en el que esbozó los principales campos de las futuras actividades de la Organización para seguir brindando su apoyo al proceso democrático, incluidas las elecciones.

IV.
SITUACION DE SEGURIDAD

21.
Desde su establecimiento, el Gobierno de transición ha intentado restablecer la seguridad en todo el país. La creación de MINUSTAH el 1 de junio marcó un paso positivo en apoyo de los empeños del gobierno en esa dirección. Sin embargo, mucho queda por hacer y siguen existiendo vacíos de seguridad. El Gobierno de transición sigue empeñado en establecer su autoridad en las provincias en que ex militares y otros grupos armados ilegales continúan operando por encima de la ley y la presencia de la PNH y de la MINUSTAH todavía no es efectiva. 

22.
Además, grupos armados de partidarios de Fanmi Lavalas siguen implicados en delitos comunes, en particular en los barrios precarios de Port-au-Prince. Si bien en general han disminuido los casos  de crímenes políticos, la situación sigue siendo frágil. Un ejemplo claro de ello fue el incidente registrado el 30 de agosto en Cité Soleil durante el cual fue atacada la comitiva del Secretario de Estado francés para Asuntos Extranjeros –con disparos y pedradas– por un grupo de varios cientos de manifestantes que se cree están vinculados a Fanmi Lavalas, en el curso de una visita a un hospital. Partidarios del ex Presidente Aristide también manifestaron frente al Palacio Nacional el 31 de agosto, dañando un monumento histórico recientemente reinaugurado, tras las renovaciones efectuadas por el Gobierno de transición.

23.
En las zonas en que la presencia de grupos armados ilegales es fuerte, estos representan una clara amenaza para la consolidación de la seguridad. Aunque desde marzo se han organizado algunas operaciones y proyectos aislados de desarme –a cargo de la Fuerza Multinacional Provisional y otros actores internacionales, incluidos la Misión Especial y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo– la amenaza que plantean estos grupos ilustra la urgente necesidad de implementar un plan general de desarme. 

24.
Además, la percepción de un aumento de la delincuencia común organizada exacerbó la fragilidad general de la situación de seguridad. La naturaleza y frecuencia de los delitos cometidos son relativamente nuevas en Haití, lo que despierta una reacción muy fuerte de la población. Especialmente alarmante es el número de secuestros, al punto que, en agosto, el Primer Ministro anunció la creación de una unidad policial especial para combatir el fenómeno.

Policía Nacional de Haití (PNH)

25.
La Policía Nacional de Haití está gravemente afectada por un bajo nivel de credibilidad y serias limitaciones logísticas. La fuerza aún no ha asumido sus responsabilidades de brindar seguridad a todo el país. Se calcula que hay unos 3.000 funcionarios policiales que se reportan a sus tareas (apenas algo más de la mitad de la fuerza que existía antes de la partida del ex Presidente Aristide). La mayor parte de la policía, en particular en las provincias, no está en condiciones de operar por falta de equipo y de motivación, y mantiene sólo una presencia superficial en las zonas donde hay destacamentos. Varios de estos sufrieron graves daños durante los hechos de febrero de 2004 y muchos tienen que ser reconstruidos. En zonas donde ex miembros del ejército están activos, la población local entrevistada por funcionarios de la Misión Especial se apresuró a expresar su desconfianza de la fuerza policial, vinculándolos con frecuencia a partidarios armados del Presidente Aristide. En general, los agentes de la PNH no están en condiciones de reaccionar frente a las organizaciones delictivas.   

26.
Un ejemplo claro de las graves consecuencias de la perpetuación del vacío de seguridad e institucional y de la creciente influencia de los ex militares en las provincias es la situación de dos ciudades del Noreste, donde grupos de jóvenes sin antecedentes militares habrían obtenido uniformes del ejército y estarían brindando “seguridad” a los habitantes del lugar.

27.
Especialmente inquietante es el hecho  que, desde marzo de 2003, varios cientos de funcionarios policiales fueron despedidos pero no desarmados. Durante  operativos contra el delito organizado, realizados en los últimos meses, funcionarios policiales en actividad y apartados de la fuerza fueron implicados en actividades delictivas, inclusive  secuestros. a. Aunque se ha emprendido un proyecto de verificación (véase el párrafo 57), es preciso realizar un debido examen de los actuales agentes de la PNH.

28.
Pese a las fallas sustanciales en su desempeño, la institución policial está empeñada en una profunda reforma y en mejorar su imagen ante la población. Entre los hechos positivos de los últimos meses, corresponde señalar el avance en el reclutamiento y adiestramiento de nuevos candidatos, las operaciones policiales concertadas para combatir el delito organizado en la capital, el mencionado despido de agentes policiales sospechosos de participación en actividades delictivas, el proyecto de verificación en curso y la campaña de concientización de la población.

Ex integrantes de las Fuerzas Armadas de Haití (Forces Armées d’Haïti - FAdH)

29.
Los ex militares tienen una presencia visible en grandes regiones del país y siguen siendouna amenaza armada para el proceso de transición. Especial preocupación plantea su creciente visibilidad y sus recientes actos de agresión; organizaron por lo menos dos marchas a fines de agosto, la última, en Port-au-Prince.  En la última semana de ese mes, ampliaron su presencia en el país con la ocupación del destacamento policial de Petit Goâve y una estación de radio que pertenecía a Fanmi Lavalas, en Jacmel. Un intento de tomar el destacamento policial de Gonaïves, el 2 de septiembre, no tuvo éxito gracias a una intervención de la MINUSTAH. La noche del 31 de agosto, unos diez hombres con uniformes militares forzaron su ingreso a la Academia Nacional de Policía, en Port-au-Prince, dando lugar a un intercambio de disparos con efectivos de la MINUSTAH, aunque no se reportaron bajas.

30.
A comienzos de agosto, funcionarios de la Misión Especial de la OEA entrevistaron a dirigentes y miembros del movimiento de ex militares en la capital y en las provincias. Los entrevistados expresaron insatisfacción con el Gobierno de transición y la comunidad internacional, y exigieron el pago de jubilaciones y sueldos (por los últimos diez años y siete meses) y el reconocimiento de las disposiciones constitucionales que prevén  la existencia del ejército. En particular, reclaman el reconocimiento de su labor en el mantenimiento de la seguridad de las provincias desde la partida del Presidente Aristide. Han seguido patrullando las provincias, con el apoyo de una parte sustancial de la población, incluidas algunas autoridades locales.

31.
El Primer Ministro ha declarado reiteradamente que la cuestión del posible restablecimiento del ejército sólo puede ser abordada por un gobierno legítimamente elegido; sin embargo, el Gobierno de transición ha adoptado algunas medidas para considerar el tema del pago de las jubilaciones. Una comisión ad hoc creada por el Ministro del Interior está en vías de concluir un censo de los ex militares en el país. A fines de agosto se habían registrado a más de 6.000 y se trataba de confirmar que los registrados hubiesen sido efectivamente l miembros activos del ejército. Doscientos de los registrados fueron aceptados por la Academia de la PNH para recibir adiestramiento policial. El 4 de agosto, el Gobierno de transición emitió un decreto por el que creó una “Comisión Interministerial sobre el Fondo de Jubilaciones Militares”, de siete miembros, encargada de analizar y formular recomendaciones sobre la remuneración de los ex militares.

32.
Aunque estas iniciativas fueron celebradas por algunos ex militares, que las consideraron expresión de la voluntad de atender a sus reivindicaciones, los líderes dirigentes han expresado su voluntad de no transigir en varios de los temas en cuestión. Ex militares entrevistados por la Misión Especial expresaron especial insatisfacción con la declaración de prensa del 8 de julio por parte del Consejo Superior de la PNH –presidido por el Primer Ministro– que fija un plazo hasta el 15 de septiembre para que los grupos armados entreguen sus armas o se expongan a ser arrestados. Los ex militares se sienten injustamente amenazados por ese plazo. No sólo se consideran los principales responsables de la seguridad de las poblaciones de las provincias, sino que a menudo actúan en colaboración con las autoridades locales designadas por el Gobierno de transición e inclusive con agentes de la PNH, en algunas zonas.

33.
Funcionarios de la Misión Especial realizaron en agosto prolongadas visitas a los departamentos del Centro, Norte y Noreste, donde son más activos los ex militares. De acuerdo con la información recogida, el número de ex integrantes del ejército en los tres departamentos asciende a más de mil. En el Centro, están destacados en grupos de 40 o 60, en tanto en el Norte y Noreste, las principales ciudades mantienen grupos con un promedio de 250 efectivos. Estas zonas incluyen a Cap Haïtien, la segunda ciudad de Haití, y Ouanaminthe, la mayor ciudad fronteriza del país, donde la policía sigue entregando los detenidos a los ex militares, que administran el único centro de detención. Esta situación es grave, puesto que la PNH está contribuyendo a la percepción de que los ex militares son los encargados legítimos de brindar seguridad.

34.
En los departamentos visitados, los ex militares patrullan las zonas más afectadas por la comisión de s delitos comunes y arrestan sospechosos (en algunos casos, para entregarlos a la PNH). Los residentes locales entrevistados expresaron, en general, satisfacción por la presencia de los ex militares, en particular por la seguridad que brindan. Los ex militares de los departamentos visitados hicieron referencia, en similares términos, a las reivindicaciones expresadas públicamente por el líder del grupo, Rémissainte Ravix. Todos los entrevistados reconocieron a Ravix como su líder y expresaron plena confianza en él, pero parecían renuentes a confiar en la comisión ad hoc creada por el Gobierno de transición para estudiar sus reivindicaciones.  

V.
DERECHOS HUMANOS Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

35.
Como fue indicado en anteriores informes desde comienzos de 2004 y, particularmente, desde febrero, Haití registró un alarmante deterioro en materia de  derechos humanos así como  una escalada de  violencia política. La situación fue particularmente volátil en las semanas anteriores y posteriores a la partida del ex Presidente Aristide, debido al intenso clima de anarquía generalizada y de vacío de poder. Desde entonces, se ha observado un mejoramiento respecto de los derechos políticos y civiles, pese a algunas preocupaciones específicas que se analizan más adelante.

36.
Estas preocupaciones han sido sobre todo expresadas por miembros de Fanmi Lavalas (FL) que siguen denunciando la persecución política y otras violaciones de los derechos humanos. La Misión Especial recogió información sobre la muerte de presuntos partidarios de FL –incluidas ejecuciones sumarias y linchamientos– perpetrados en las semanas que siguieron a la partida del ex Presidente Aristide. No se pudo confirmar el número total de muertes ni la identidad de quienes las perpetraron en cada caso. Debido al carácter altamente politizado del pasado reciente de Haití, ha sido difícil obtener testimonios e informes creíbles e imparciales. Sin embargo, en muchos casos, la Misión Especial recibió testimonios y pruebas confirmatorias que implican a miembros armados de grupos contrarios a FL, incluidos algunos ex rebeldes y ex militares. También la Misión Especial recibió denuncias de linchamientos por parte de la población local en contra de  personas vinculadas a FL y sospechosas de actividades criminales. En julio, Fanmi Lavalas emitió un informe sobre los “Crímenes, persecuciones y malos tratos contra miembros de Fanmi Lavalas antes y después de febrero de 2004”, en que se enumeran a 101 víctimas de ataques físicos, cuya tercera parte, aproximadamente, habrían sido asesinadas. 

37.
En marzo de 2004, un gran número de miembros y partidarios de FL dejaron sus hogares, algunos, para abandonar el país. En muchos de estos casos, sus casas fueron quemadas, saqueadas o destruidas por grupos contrarios a FL (74 casas en Petit Goâve, por ejemplo, según un informe de Fanmi Lavalas). Información recogida en meses recientes a través de entrevistas con diferentes sectores, inclusive miembros de FL y personas vinculadas al mismo, indica que la situación en general mejoró a partir de  abril. Funcionarios de la Misión Especial entrevistaron a representantes de FL en la capital y en algunas provincias, quienes confirmaron que los miembros del partido han podido regresar a sus hogares. Sin embargo, pese a este hecho auspicioso, miembros de FL siguen denunciando una campaña de persecución que parecería tener más incidencia en zonas específicas del país. Decenas de miembros o partidarios de FL de Petit Goâve y Saint Marc, entrevistados por la Misión Especial, siguen internamente desplazados; viven escondidos y confesaron a funcionarios de la Misión Especial que temen regresar a sus hogares debido a la continua presencia de grupos armados ilegales contrarios a FL, que ahora están en control efectivo de varias localidades de esas ciudades o de sus alrededores. Se espera que el Gobierno de transición adopte las medidas necesarias para asegurar a estos desplazados internos el regreso a sus hogares.

38.
Si bien se han observado mejoras con respecto a la observancia y respeto del derecho a la vida y a la integridad física, algunos aspectos vinculados a la administración de justicia siguen siendo problemáticos. Particularmente inquietante es la aparente falta de imparcialidad de parte de las autoridades judiciales. Si bien  varios miembros de FL sospechosos de estar implicados en delitos comunes y abusos de los derechos humanos han sido detenidos, poco se ha hecho respecto de miembros de grupos armados ilegales acusados de los mismos delitos, inclusive de ejecuciones sumarias tras la partida del ex Presidente Aristide. Esto no sólo socava los esfuerzos por mejorar la situación de derechos humanos, sino que también obstaculiza los intentos de reconciliación nacional.

39.
En cuanto a la administración de justicia, el informe de Fanmi Lavalas expresa particular preocupación por  15 de sus miembros que estarían ilegalmente detenidos como presos políticos. La mayoría de estas personas ocupaban cargos de responsabilidad dentro del gobierno de Aristide. Fanmi Lavalas denuncia que, aunque la legislación haitiana establece que los detenidos deben ser llevados ante un juez dentro de las 48 horas de su arresto, varios de esos detenidos se encuentran recluidos, desde hace semanas o meses, sin haber sido oídos por un juez (práctica también común en Haití en gobiernos anteriores).

Detención del ex Primer Ministro Yvon Néptune

40.
El ex Primer Ministro Yvon Néptune, el ex Ministro del Interior Jocelerme Privert y otros han sido detenidos y acusados de la ejecución sumaria e incendios intencionales presuntamente cometidos, aproximadamente el 11 de febrero de 2004,   en contra de simpatizantes de Fanmi Lavalas y agentes de la PNH. Estos hechos habrían tenido lugar en  Saint Marc, específicamente, en la barriada de La Scierie (caso referido por los funcionarios judiciales como la “matanza de La Scierie”). Funcionarios de la Misión Especial, incluido el Representante Especial del Secretario General, se reunieron con el Sr. Néptune en varias ocasiones desde su arresto. Los funcionarios se reunieron también con el Sr. Privert.  En el curso de estas entrevistas, ambos negaron enérgicamente toda vinculación con los hechos de Saint Marc. 

41.
La detención de Yvon Néptune es particularmente delicada, ya que desempeñó un papel clave en la formación del Gobierno de transición. El ex Primer Ministro, que se entregó a las autoridades el 27 de junio, no ha sido oído por el juez de instrucción de Saint Marc que, el 25 de marzo, libró la orden de arresto contra él. Entrevistado por funcionarios de la Misión Especial en Saint Marc, el juez de instrucción citó, como razón de la demora, el hecho de que los abogados defensores del Sr. Néptune presentaron una solicitud de recusación ante la Corte Suprema impugnando la participación de los funcionarios judiciales de Saint Marc en la causa, porque cuestionan su imparcialidad. Este recurso está pendiente de decisión de la Corte Suprema y, si esta falla a favor de la defensa –dice el juez actuante– se descartará todo avance logrado en el caso. La misma solicitud fue planteada por los abogados defensores del Sr. Privert.

42.
No obstante que aun está pendiente la audiencia para que el  Sr. Néptune pueda ser oído con respecto a las acusaciones relacionadas con los hechos de Saint Marc, el 16 de julio  fue llevado ante el juez de instrucción de Port-au-Prince para ser interrogado acerca de los hechos de violencia del 5 de diciembre de 2003 (actos de violencia en la capital por parte de presuntos partidarios de Fanmi Lavalas contra el rector de la Universidad del Estado y manifestantes contrarios a FL). El juez de instrucción dijo a funcionarios de la Misión Especial que los abogados del Sr. Néptune, que respondieron en su nombre durante la audiencia, pidieron la creación de una comisión investigadora independiente que aclare los hechos. Durante las actuaciones, una muchedumbre de unas 300 personas se reunión, pacíficamente fuera del tribunal, para expresar su apoyo al ex Primer Ministro.

Tribunal Penal –juicio por el homicidio de Antoine Izmery

43.
El anuncio de los casos que serían juzgados en 2004 por el Tribunal Penal de Port-au-Prince provocó una gran reacción debido a la inclusión del nuevo juicio de Jackson Joanis (ex miembro del ejército haitiano) y Louis Jodel Chamblain (ex líder del grupo paramilitar FRAPH) por el homicidio de Antoine Izmery perpetrado en 1993. Ambos acusados habían sido condenados in absentia durante un juicio celebrado en 1995. El hecho de que Chamblain estuviera entre los líderes del movimiento armado de febrero de 2004 contra el ex Presidente Aristide  fue una prueba de fuego  y “una excelente oportunidad para que el poder judicial haitiano demostrara su deseo de transformarse en una institución funcional y legítima al servicio de los intereses de la justicia y de las víctimas de actos de   injusticia.”
  
44.
El Sr. Chamblain había estado detenido desde que se entregara a las autoridades el 22 de abril, en presencia del Ministro de Justicia.   También Jackson Joanis se entregó voluntariamente a lasa las autoridades el 9 de agosto, días antes del juicio (Joanis se había fugado de la prisión el 29 de febrero, tras haber sido deportado de  los Estados Unidos en razón de su condena in absentia en 1995, por el caso del homicidio de Izmery). 

45.
Funcionarios de la Misión Especial asistieron al juicio, que se celebró el 16 de agosto. El veredicto final de sobreseimiento para Chamblain y Joanis provocó una ola de reacciones fuertemente negativas de la sociedad civil, en especial entre las ONG de derechos humanos, nacionales e internacionales, organizaciones de mujeres y el Consejo de Personas Eminentes. Muchos consideraron la sentencia  un agravio a  la lucha contra la impunidad y criticaron la inadecuada preparación del juicio.. Las organizaciones de derechos humanos también deploraron el resultado del juicio, pues demostraba la debilidad e ineficiencia del poder judicial. 

46.
La Misión Especial y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos emitieron sendos comunicados de prensa los días 19 y 20 de agosto, respectivamente. La Misión Especial señaló graves deficiencias, como “preparación precipitada del juicio” agregando que “en lugar de demostrar que se había vuelto la página para entrar en una nueva era, como lo deseaba el Gobierno de transición, el juicio amenazaba la credibilidad del proceso judicial y planteaba preocupaciones sobre la integridad de la vida política de Haití.” La Misión Especial, en estrecha colaboración con las autoridades judiciales de Port-au-Prince, está examinando el expediente judicial para formular nuevos comentarios y, quizás, brindar una posible asistencia técnica a la justicia en este caso.

47.
El 20 de agosto, el Gobierno de transición respondió a las críticas generalizadas mediante un comunicado de prensa en nombre del Primer Ministro y del Ministro de Justicia. En el comunicado de prensa, el Gobierno de transición confirma su compromiso con el funcionamiento independiente del poder judicial” agregando que la fijación de las fechas para las causas penales es única y exclusivamente responsabilidad del Magistrado Presidente (Doyen) del tribunal de primera instancia. En el comunicado también se subraya que el gobierno considera que el juicio se llevó a cabo “en estricta conformidad con la legislación de Haití.” Aunque recalca que la independencia judicial “prohíbe toda interferencia del gobierno en el proceso judicial”, el gobierno afirma comprender la “conmoción causada por este veredicto.”

48.
Pese al sobreseimiento, los dos acusados permanecen detenidos por otros cargos. En el caso del Sr. Chamblain, entre los cargos se alega la participación en ejecuciones sumarias perpetradas en 1994, en el barrio popular de Raboteau, en Gonaïves (la matanza de Raboteau), por los que también fue condenado in absentia. Grupos internacionales de derechos humanos expresaron su grave preocupación por el hecho de que otros condenados en el juicio de Raboteau, que habían huido de la prisión, sigan prófugos, sin que se intente su recaptura para que cumplan las sentencias.

ONG de derechos humanos denuncian campaña de persecución 

49.
Como reacción a las muy enérgicas críticas del resultado del juicio por el homicidio de Izmery por parte de grupos haitianos de derechos humanos, el 26 de agosto, tres miembros del jurado iniciaron una acción por difamación contra tres importantes activistas de derechos humanos y contra las organizaciones que representan. Los demandantes denunciaron, en particular, el hecho de que un comunicado de prensa emitido por la Coalición Nacional por los Derechos de los Haitianos (NCHR) afirmaba que “por lo menos, uno de los miembros del jurado tenía conexiones con FRAPH”; reclaman Gdes. 19,2 millones de indemnización por daños (unos US$500.000), un año de prisión a cada uno de los dirigentes de derechos humanos y una proscripción de las actividades de las tres ONG por tres años.  

50.
Las ONG de derechos humanos afectadas –NCHR, CARLI y POHDH– denunciaron públicamente que la acción iniciada no llenaba los requisitos legales necesarios y cuestionaron la independencia del juez asignado a la causa. En base a estas consideraciones, antes de la audiencia, los abogados defensores presentaron una apelación ante la Corte de Apelaciones. El juicio fue rápidamente celebrado el 1 de septiembre y fue calificado, por muchos observadores,  de caótico y desorganizado . Los abogados defensores pidieron la prórroga del juicio en razón de su apelación. Sin embargo, el juez decidió continuar con el juicio y desconoció los procedimientos para suspender la acción en espera de la decisión de la Corte de Apelaciones; visiblemente ofuscados, los defensores abandonaron la sala. El juez asumió entonces su jurisdicción en la causa. El director de NCHR ha sido citado por el juez en una audiencia separada. 

51.
En un comunicado de prensa del 2 de septiembre, NCHR acusó al Ministro de Justicia de colusión en lo que consideran una campaña de persecución contra los defensores de los derechos humanos, que se lleva adelante mediante procedimientos judiciales “ilegales y arbitrarios” y una “continua manipulación de la justicia por parte del Gobierno de Haití.”

Otros hechos relacionados con los derechos humanos

52.
En agosto, fue creada una nueva ONG de derechos humanos por familiares de miembros y simpatizantes de Fanmi Lavalas, actualmente detenidos. De acuerdo con un vocero, los objetivos del Grupo para la defensa de los detenidos políticos (GDP) son defender los derechos de los detenidos políticos e informar al público de todas las violaciones de derechos humanos cometidas desde el 29 de febrero de 2004.

53.
El 19 de agosto, varias ONG de derechos humanos y representantes del colegio de abogados, funcionarios judiciales y el sector empresarial anunciaron la creación de la Coalición haitiana para la reforma de la ley y la justicia, durante una ceremonia a la que asistieron el Presidente interino, el Primer Ministro y el Ministro de Justicia.

VI.
LA MISION ESPECIAL 

54.
De acuerdo con la resolución AG/RES. 2058, la Misión Especial ha continuado su labor, originalmente encomendada por las resoluciones del Consejo Permanente CP/RES. 806 y CP/RES. 822. Aparte de las actividades de supervisión y de fomento institucional, la Misión Especial está implementando varios proyectos en las áreas de  seguridad y  gobernabilidad. Se iniciaron negociaciones para la firma de un acuerdo con la Unión Europea en relación con la contribución de EU500.000 asignada a la implementación de proyectos  de la Misión en  áreas vinculadas al respeto por los derechos humanos y el estado de derecho.

55.
Como se informó en la propuesta inicial de Plan de Trabajo de la Misión Especial, a partir de junio, solo 6 de las 26 personas que trabajaban en proyectos vinculados a la seguridad, continúan en funciones. Uno de ellos sigue actuando como asesor del Director General de la PNH en cuestiones administrativas y operativas; además, formula recomendaciones sobre la elaboración de la carrera dentro de la PNH y otros asuntos sustantivos. Cinco funcionarios han sido destinados al proyecto de verificación (véase el párrafo 57).

56.
Esta reducción ha tenido efectos en la presencia de la Misión Especial en las provincias, donde el personal estaba antes emplazado. En un intento por compensar la reducción de personal, funcionarios de la Misión Especial han efectuado numerosas visitas a los distintos departamentos del país. Además, la Misión ha mantenido una presencia en Cap Haïtien, donde el personal sigue monitoreando en general los aspectos de seguridad,  derechos humanos y el proceso de transición. 

Proyectos de la PNH

57.
En junio de 2004, cinco funcionarios de la Misión Especial fueron destinados a un proyecto de verificación que se ejecuta conjuntamente entre la OEA y el Gobierno de los Estados Unidos. Sus tareas incluyen la realización de entrevistas e investigaciones de los antecedentes de los 200 ex militares recomendados para incorporarse a la fuerza policial (véase el párrafo 31). El equipo se encuentra en vías de entrevistar a 250 aspirantes civiles; también se analizarán los antecedentes y la información recogida se compilará en una base de datos. 

58.
La Misión Especial está en vías de concluir 13 proyectos, por un valor de US $100.000, destinados a ayudar a la Policía Nacional de Haití a restablecerse en zonas donde los destacamentos fueron destruidos o saqueados durante los disturbios de febrero. Los proyectos implementados en Hinche, Cap Haïtien y Gonaïves permitieron que la policía opere en nuevos edificios. Además, se ha donado equipo para facilitar la labor de la fuerza policial en la sede de Port-au-Prince.    

59.
La Misión también implementó un proyecto de US $60.000 financiado por el Gobierno del Canadá para renovar el destacamento policial de Jacmel.  Está previsto concluir este proyecto el 12 de septiembre. La Embajada del Canadá ha solicitado  que la Misión supervise también un proyecto de renovación de la prisión de Jacmel.

Proyecto sobre gestión de gobierno

60.
La Misión Especial lanzó un proyecto sobre gestión de gobierno para apoyar y asistir al Gobierno de transición. En estrecha colaboración con la Oficina del Primer Ministro, se está por contratar a 20 consultores nacionales de alto nivel para aportar su idoneidad en diferentes entidades gubernamentales, incluídos los principales ministerios, a efectos de fomentar su capacidad para formular e implementar las políticas públicas. El 2 de agosto se firmó un acuerdo entre el Gobierno de transición y la OEA. Se espera que para mediados de septiembre estén contratados los 20 consultores.

VII.
COOPERACION ENTRE LA OEA Y LAS NACIONES UNIDAS 

61.
El 12 de julio, el Secretario General de las Naciones Unidas designó al Sr. Juan Gabriel Valdés como su Representante Especial para Haití y Jefe de la Misión de Estabilización de las Naciones Unidas en Haití (MINUSTAH). Desde su llegada al país, el Sr. Valdés celebró varias reuniones individuales con el Representante del Secretario General de la OEA, con miras a intercambiar información y evaluar la situación política, así como para debatir las modalidades de cooperación entre la OEA y la ONU en varios terrenos, incluidas las elecciones (como se indica en la Sección II, párrafos 13 a 17). El Representante del Secretario General de la OEA también mantuvo reuniones individuales con el Asesor Especial de las Naciones Unidas para Haití, Sr. John Reginald Dumas.

62.
La coordinación con MINUSTAH se inició en marzo de 2004, cuando funcionarios de la Misión Especial cooperaron activamente con el equipo multidisciplinario de avanzada de la ONU que preparó el terreno para el establecimiento de la misión, en especial en las áreas de  justicia,  derechos humanos y  seguridad, incluido el desarme. Desde el establecimiento de la MINUSTAH, funcionarios de la Misión Especial se han reunido regularmente con funcionarios de la ONU en relación con las áreas mencionadas. Se ha construido una sólida relación de trabajo en base a un sustancial intercambio de información y análisis. Se ha favorecido un criterio cooperativo en términos de implementación de proyectos y programas a efectos de evitar toda superposición o duplicación de actividades y recursos.

63.
A solicitud  de la MINUSTAH, un funcionario de la Misión Especial ha celebrado sesiones de capacitación para el personal de MINUSTAH, incluyendo  civiles, policías y algunos militares. Las sesiones se centran en la historia política de Haití y en las lecciones recogidas en las anteriores misiones  de la comunidad internacional en el país. La  MINUSTAH solicitó que la Misión Especial siga ofreciendo esta sesión de capacitación cada 15 días para todo el personal que se vaya incorporando. En la etapa inicial, dos consultores de la Misión Especial, especializados en temas de seguridad, organizaron sesiones de capacitación sobre la Policía Nacional de Haití.

64.
El Representante Especial del Secretario General de la OEA y otros funcionarios principales han participado en todas las reuniones del Grupo básico establecido en el marco del mandato de MINUSTAH y presidido por el Representante Especial del Secretario General de la ONU. El grupo también cuenta con miembros del cuerpo diplomático, las organizaciones financieras internacionales y otras partes interesadas, y se reúne cada dos semanas “para facilitar la implementación del mandato de la MINUSTAH, fomentar la interacción con las autoridades y contrapartes haitianas y fomentar la eficacia de la respuesta de la comunidad internacional en Haití.”

65.
En el curso de la reunión del Grupo Básico celebrada en junio, se decidió crear un comité ad hoc para   apoyar a la Policía Nacional de Haití (Plate-forme de Cooperation), el cual será coordinado por el componente de la Policía Civil (CIVPOL) de MINUSTAH, que tiene enlaces con miembros del Grupo Básico. El Comité está integrado por representantes que tienen un interes bilateral o multilateral, en Haití y por el Director General de la PNH, y se reúne cada 15 días para examinar los progresos de la cooperación internacional con la PNH. Funcionarios de la Misión Especial participan en el comité, en el cual se intercambia información, MINUSTAH informa sobre su despliegue y se analizan la necesidad de recursos.. El panel de selección para el Comité del Proyecto de Desarme de la ONU incluye a representantes del Gobierno de transición y de la Misión Especial.

VIII.
CONCLUSIONES

66.
En términos generales, se han observado algunos avances claros en el fortalecimiento de la democracia en Haití. El proceso de transición política, que se inició con la creación del Consejo Tripartito y el Consejo de Personas Eminentes, fue un progreso notable en dirección de la inclusión política. 

67.
Pese a lo anterior, es vital seguir dando nuevos pasos en esa dirección con miras a garantizar la participación de todos los grupos sociales y políticos en el proceso electoral que se avecina. Siguen siendo prioritarias durante este período crítico las cuestiones vinculadas al compromiso de inclusión del Gobierno de transición. Aunque el Consensus de Transition Politique es un esfuerzo encomiable, el hecho de que Fanmi Lavalas y otros partidos políticos no estén incluidos obstaculiza sus posibilidades de contribuir al proceso de reconciliación nacional. Se espera que los hechos recientes, incluido la sesión de retiro en  Oslo, ayuden a avanzar en el proceso de inclusión. Dos aspectos clave que podrían hacer avanzar el proceso son la estricta adhesión al respeto del debido proceso para todos los miembros de Fanmi Lavalas detenidos y la inmediata revisión de la prohibición de viajar impuesta, desde marzo, por el Gobierno de transición a decenas de personas vinculadas a Fanmi Lavalas.  

68.
La actual incapacidad del Gobierno de transición de ejercer, en todo el país,  su autoridad, brindando seguridad pública sigue socavando todo intento de estabilización, la creación de un ambiente favorable a la generación de la actividad económica y un proceso electoral creíble. Se espera que, con el creciente apoyo de MINUSTAH, a medida que se concreta el despliegue de la misión, la Policía Nacional de Haití empezará a contar con los medios –mediante una adecuada reforma y el apoyo logístico– para cumplir su papel de brindar seguridad a la población. Debe adoptarse con urgencia una política de desarme para proceder a la implementación de un programa focalizado en todos los grupos armados ilegales, incluidos los ex militares.

69.
En cuanto al respeto por los derechos humanos, la situación más perturbadora tiene que ver con la administración de justicia. Es necesario atender la creciente percepción de falta de imparcialidad y las cuestiones vinculadas a la credibilidad del sistema judicial. La justicia tiene que demostrar su estricta adhesión al estado de derecho para todos los ciudadanos, independientemente de su filiación política. El Gobierno de transición debe cumplir su compromiso público de respetar la independencia del poder judicial, en particular, en vista de las graves acusaciones de interferencia en  la administración de justicia, formuladas por  grupos nacionales de derechos humanos y de la sociedad civil, en general.

70.
La Organización de los Estados Americanos sigue empeñada en apoyar el avance del proceso democrático en Haití y en todos sus Estados miembros. Está claro que ello exigirá un esfuerzo a largo plazo para fortalecer las instituciones responsables de garantizar el respeto por los derechos humanos, el buen gobierno y la administración de justicia. El alcance de esos esfuerzos, su financiamiento y relacionamiento con el desarrollo económico, social y humanitario en sentido más amplio, y su coordinación con las actividades de otras entidades del sistema interamericano, las Naciones Unidas y la MINUSTAH, y de la comunidad internacional en su conjunto, son todas materias de urgente consideración por parte de los Estados miembros.  
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	1.	El comité está integrado por siete miembros de Convergencia Democrática, dos representantes de los partidos políticos no alineados, tres miembros del Consejo de Personas Eminentes, cuatro representantes de la sociedad civil y dos representantes del Gobierno de Transición.


	2.	Representado por el Comité Directivo Provisional creado tras la partida del ex Presidente Aristide para analizar el futuro del partido.


	3.	National Coalition for Haitian Rights (NCHR), comunicado de prensa de 17 de agosto de 2004: “Veredicto pronunciado en el juicio por el homicidio de Antoine Izmery:  Chamblain y Joanis sobreseídos.”  


	4.	Resolución 1542 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, del 30 de abril de 2004.
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